AUTO TUTELA 2ª INSTANCIA N°13
RADICACIÓN:  660013187002 2016 00115 01
ACCIONANTE:MARIO FERNANDO YEPES VILLADA
DECRETA NULIDAD

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Magistrado Ponente: 
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Temas:   
PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICOS / NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL LITIS CONSORCIO NECESARIO. “[A]nalizada con detenimiento la actuación surtida se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el juzgado de primer nivel, dado que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto fueran atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción. Ello no ocurrió así porque no obstante advertirse en las respuestas ofrecidas tanto por el INPEC como por el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, el interés y posible relación con lo decidido en el trámite frente la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios- USPEC, entidad que de acuerdo con lo establecido en la normativa vigente y en diversos pronunciamientos jurisprudenciales tiene la facultad y la obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, la misma no fue vinculada a la actuación. En esas condiciones, debe concluirse que no se integró en debida forma el litis consorcio necesario, situación que tiene la entidad suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución al a quo para que se rehaga en debida forma la actuación. Así las cosas, no queda alternativa diferente a decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticuatro (24) de febrero de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 163
                                                    Hora: 8:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Gerente del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela interpuesta por el señor MARIO FERNANDO YEPES VILLADA. 
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) el señor MARIO FERNANDO YEPES VILLADA se encuentra recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad, y fue víctima de un atentado contra su vida, en el cual recibió varios impactos de bala en su cuerpo, pero el citado Centro Carcelario no le presta la atención médica adecuada, al punto que varios de los orificios que tiene en el cuerpo le supuran y expelen mal olor, a lo que se suma que no puede alimentarse de manera adecuada; (ii) el galeno del penal le indicó que requiere una cirugía, pero ni el Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad ni la Fiduprevisora han ordenado la prestación de ese servicio.
De acuerdo con lo anterior, considera quebrantados sus derechos fundamentales a la salud, a la dignidad humana y a la seguridad social, cuya protección invoca, y en consecuencia, se ordene a las accionadas autorizar y realizar la intervención quirúrgica que requiere.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, el cual admitió la demanda y vinculó de manera oficiosa al Director del Establecimiento Carcelario de esta ciudad. Las entidades accionadas y vinculadas se pronunciaron en los siguientes términos.
-El INPEC indicó que la atención en salud de las personas privadas de la libertad se encuentra a cargo de la Unidad de Servicios Penitenciarios USPEC, y el Consorcio la Fiduprevisora S.A., en asocio con el Fondo de Atención en Salud Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, conforme al artículo 106 de la Ley 65/93.
Esa institución no ha incumplido el deber que le asiste y no le ha negado el acceso al área de sanidad del Centro Carcelario, como tampoco ha incurrido en ninguna conducta omisiva para realizar el traslado del accionante a un centro médico externo.

-La Fiduprevisora S.A. señaló que el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 suscribió con la Unidad de Asuntos Penitenciarios contrato de fiducia, el cual tiene por objeto administrar y pagar con los recursos dispuestos por el fideicomitente en el fondo nacional de las personas privadas de la libertad”.

Considera que existe una falta de legitimación por pasiva, puesto que no tiene competencia para la prestación de servicios de salud que por Ley le corresponde a las EPS, y el alcance del objeto del contrato determinó que los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad que recibirá esa fiduciaria deben destinarse a la celebración de contratos derivados y pagos necesarios para la atención integral en salud, y la prevención de la enfermedad de la PPL a cargo del INPEC, y en el presente caso los servicios médicos son prestados por el Hospital Santa Mónica, la E.S.E. Salud Pereira, la E.S.E. Hospital Mental Universitario de Risaralda, y el Hospital Universitario San Jorge de Pereira, y no es necesario recurrir al consorcio para autorizaciones.

3.2.- Dentro del término legal el juzgado cognoscente profirió fallo en el que amparó los derechos fundamentales a la salud, a la dignidad humana y a la seguridad social del accionante, y en consecuencia, ordenó a la Fiduprevisora S.A. por intermedio de su Presidente, al Gerente Fideicomisos Patrimonios Autónomos, y al Hospital Universitario San Jorge de Pereira (Rda.), que en el plazo de dos días hábiles contados a partir de la notificación, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, verifiquen que se autorice, programe y realice, si no lo han hecho, las valoraciones correspondientes para que determinen el tratamiento que requiere el tutelante para las heridas que tiene en su cuerpo.

4.- IMPUGNACIÓN

El Gerente del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL se mostró inconforme con esa determinación y la impugnó. Al efecto argumentó:

De acuerdo con el material probatorio adjunto a la contestación de la acción se demostró que el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad es una cuenta especial de la nación, creada en virtud de lo establecido en la misma Ley 1709/14, y que en consecuencia de ello la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC suscribió con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL2017 –integrado por la Fiduprevisora y Fiduagraria s.a.- el contrato de Fiducia Mercantil N° 331 de 2016, el cual tiene por objeto administrar y pagar los recursos dispuestos por el Fideicomitente en el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad.

De acuerdo a lo anterior, se infiere que ese consorcio no es competente para cumplir lo dispuesto en el fallo, por cuanto se encuentra obligado conforme a la disposiciones contractuales derivadas del contrato de fiducia aludido a la celebración de contratos derivados y pagos necesarios para la atención integral en salud y prevención de la enfermedad de la PPL a cargo del INPEC, previa instrucción de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, y del Centro Carcelario y Penitenciario EPMSC Pereira.

En esas condiciones, el accionante debe ser valorado por medicina general del Establecimiento Penitenciario, y en caso que el médico tratante establezca la necesidad de valoración o tratamiento por especialidad médica, el Establecimiento Penitenciario y Carcelario –área de sanidad- debe solicitar al Contac Center dispuesto para ello en las líneas de atención nacionales las autorizaciones médicas a que haya lugar, programar las correspondientes citas, y tramitar el traslado del interno a la entidad prestadora del servicio médico.

Por lo anterior, solicita se modifique la sentencia emitida por la primera instancia, y se desvincule al consorcio que representa.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00; sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el juzgado de primer nivel, dado que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto fueran atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción.

Ello no ocurrió así porque no obstante advertirse en las respuestas ofrecidas tanto por el INPEC como por el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, el interés y posible relación con lo decidido en el trámite frente la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios- USPEC, entidad que de acuerdo con lo establecido en la normativa vigente y en diversos pronunciamientos jurisprudenciales tiene la facultad y la obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, la misma no fue vinculada a la actuación.
En esas condiciones, debe concluirse que no se integró en debida forma el litis consorcio necesario, situación que tiene la entidad suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución al a quo para que se rehaga en debida forma la actuación.
Así las cosas, no queda alternativa diferente a decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: DECLARA LA NULIDAD del fallo objeto de apelación por las razones aducidas en la parte motiva de esta providencia, a efectos de integrar en debida forma el contradictorio. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
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